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CERTIORARI 
procedente del 
Tribunal de Primera 
Instancia, Sala de San 
Juan 
 
Civil núm.: 
K LA2017G0203 al 
0205 
 
Sobre: Arts. 5.04 Ley 
404 (3C) 

 
Civil núm.: 
K VI2017G0017,  
K LA2017G0199 al 
K LA2017G0202 
 
Sobre: ART. 106 (A) 
DEL C.P., 1ER 
GRADO 
ART. 5.04 LEY 404 
(3C) y ART. 5.15 LEY 
404 
 

 
Civil núm. 
K VI2017G0014 al  
K VI2017G0016,  
K LA2017G0206 al 
K LA2017G0212 
 
Sobre: ART. 106 (A) 
DEL C.P., 1ER. 
GRADO (3C), ART. 
5.04 LEY 404 (4C) y 
ART. 5.15 LEY 404 
(3C) 
 

Panel integrado por su presidenta la Jueza Coll Martí, el Juez 
Flores García y el Juez Rivera Torres. 

 
Rivera Torres, Juez Ponente 
 

SENTENCIA  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones el Sr. Kevin J. 

Acevedo Casado (en adelante el señor Acevedo o el peticionario) 

mediante el recurso de Certiorari de epígrafe. En su escrito el 

peticionario solicitó la revisión de la Resolución emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan (el TPI) el 14 de 
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junio de 2018, notificada el 19 del mismo mes y año. En la misma 

el TPI declaró No Ha Lugar a la solicitud de Juicio por Separado.   

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

expide el auto de certiorari solicitado y se confirma la Resolución 

recurrida.   

I. 

 El 13 de enero de 2017 se sometieron contra el señor Acevedo 

varias denuncias por hechos ocurridos el 29 de septiembre de 2011, 

a saber: tres (3) denuncias por infracción al Artículo 106 (a) del 

Código Penal del 2004, cinco (5) denuncias por violaciones al 

Artículo 5.04 de la Ley de Armas de Puerto Rico y tres (3) denuncias 

por violaciones al Artículo 5.15 también de la Ley de Armas. Además, 

se imputó que los hechos fueron cometidos en concierto y común 

acuerdo con Luis Carlos Lebrón Rivera y Juan A. Rodríguez Pagán.  

 Celebrada la vista preliminar, el TPI determinó no causa 

probable para acusar en cuanto a los tres (3) cargos por infracción 

al Artículo 106 (a) del Código Penal del 2004, y los tres (3) cargos 

por violaciones al Artículo 5.15 de la Ley de Armas. En relación a los 

cinco (5) cargos por violación al Artículo 5.04 de la Ley de Armas el 

TPI determinó causa probable para acusar solo en cuanto a tres (3) 

cargos. El Ministerio Publico acudió en alzada; sin embargo, el TPI 

sostuvo la determinación.  

 Por lo tanto, contra el señor Acevedo se sometieron tres 

acusaciones por violaciones al Artículo 5.04 de la Ley de Armas de 

Puerto Rico. Las referidas acusaciones leen de la siguiente manera: 

  Allá en o para el día 29 de diciembre de 2011, en el 
Res. Luis Lloréns, Kevin J. Acevedo Casado c/p “Chory” 
en concierto y común acuerdo con Luis Carlos Lebrón 
Rivera C/P “Carlos Luis” y Juan A. Rodríguez Pagán 
c/p “Maná” y otros, en fecha, hora y lugar arriba 
mencionado, que forma parte de la jurisdicción del 
Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan, ilegal, 
voluntaria y criminalmente, transportó y/o portó un 
arma de fuego tipo PISTOLA Marca Smith & Wesson, 
Calibre 9mm, sin tener una licencia de armas para 
portar armas bajo la Ley. Esta arma de fuego fue 
utilizada para cometer el delito de asesinato.  
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Las otras dos (2) denuncias contienen el mismo lenguaje, solo 

que en una se le imputa la portación y transportación de un arma 

de fuego tipo PISTOLA Marca Glock, color negra, Calibre .40, serie 

DMW208UWS, y en la otra la portación y transportación de un arma 

de fuego tipo PISTOLA FN, color negra, Calibre 5.7 x 28.  

El señor Acevedo presentó una Moción solicitando juicio por 

separado en virtud de las Reglas 90 y 91 de Procedimiento Criminal. 

Se alegó en la referida moción que “[l]a celebración del juicio del 

acusado Acevedo Casado conjuntamente con  los co-acusados 

Lebrón Rivera y Rodríguez Pagán le traerá grandes perjuicios a este 

debido a que se vería afectado su derecho a un juicio justo e 

imparcial, ya que la evidencia que desfile en relación a Lebrón Rivera 

y Rodríguez Pagán por los delitos por los que están acusado 

resultaría inflamatoria, perjudicial e impertinente a los casos de 

epígrafe.”1 Señaló, además, que “[e]n relación al co-acusado 

Rodríguez Pagán, hizo admisiones y confecciones relacionadas al 

caso, las cuales afectan al acusado de epígrafe.”2  

El 14 de junio de 2018 el TPI dictó una Resolución declarando 

NO HA LUGAR a la solicitud de juicio por separado. En síntesis, el 

foro de primera instancia concluyó que los planteamientos de la 

defensa eran de forma generalizada. Por otro lado, consignó que el 

Ministerio Público reiteró que no existen confesiones ni admisiones 

de co-acusados y “como se desprende de las propias acusaciones no 

hay delito de conspiración en el presente caso”.3 También destacó 

que los co-acusados enfrentan cargos por asesinato y ley de armas, 

y Acevedo Casado solo es encausado por tes (3) cargos por Ley de 

Armas, no por asesinato por unos mismos hechos.  Concluyó el TPI 

y citamos:  

                                                 
1 Véase Apéndice del Recurso, pág. 25.  
2 Íd. 
3 Íd., a la pág. 31.  
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       Por lo tanto, el Ministerio Público en su momento, 
deberá presentar toda la prueba contra todos los 
acusados ante el Juez o ante el Jurado y probar “más 
allá de duda razonable” las acusaciones que se han 
presentado individualmente contra estos por unos 
hechos relacionados entre sí. De tratarse de un juicio 
por jurado, el magistrado deberá impartir aquellas 
instrucciones aplicables a cada acusado por las 
acusaciones que se le hayan prestado a cada uno de 
estos.  
 

Inconforme con lo resuelto, el peticionario acudió ante este 

foro apelativo imputándole al foro de primera instancia la comisión 

del siguiente error: 

COMETIÓ ERROR EL TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA AL DENEGAR LA SOLICITUD DE JUICIO 
POR SEPARADO FUNDADA EN QUE DE JUZGARSE 
CONJUNTAMENTE CON LOS COACUSADOS A 
QUIENES SE LES IMPUTA HABER COMETIDO TRES 
DELITOS DE ASESINATO E INFRACCIONES A LA LEY 
DE ARMAS POR APUNTAR Y DISPARAR VARIAS 
ARMAS DE FUEGO LE SERÍA PERJUDICIAL Y 
VULNERARÍA EL DERECHO A JUICIO JUSTO E 
IMPARCIAL, APARTE DE QUE EXISTEN ADMISIONES 
O CONFESIÓN DE UNO DE LO COACUSADOS. 
 

El 14 de septiembre de 2018 la Oficina del Procurador General 

presentó un Escrito en Cumplimiento de Orden expresando su 

oposición al recurso de epígrafe. Encontrándose perfeccionado el 

recurso, disponemos del mismo.  

II. 

La Ley de la Judicatura (Ley núm. 201-2003) dispone en su 

Art. 4.006 (b) que nuestra competencia como Tribunal de 

Apelaciones se extiende a revisar discrecionalmente órdenes y 

resoluciones post sentencias emitidas por el Tribunal de Primera 

Instancia. 4 LPRA sec. 24y (b).  

La expedición de un auto de certiorari debe evaluarse a la luz 

de los criterios enumerados por la Regla 40 de nuestro Reglamento 

(4 LPRA Ap. XXII-B). 

Al determinar la expedición de un auto de certiorari o de una 

orden de mostrar causa, el tribunal tomará en consideración los 

siguientes criterios: 
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(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema. 
(C)  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración. 
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio. 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia. 

 

En síntesis, la precitada regla exige que, como foro apelativo, 

evaluemos si alguna de las circunstancias enumeradas 

anteriormente está presente en la petición de certiorari. De estar 

alguna presente, podemos ejercer nuestra discreción e intervenir 

con el dictamen recurrido. De lo contrario, estaremos impedidos de 

expedir el auto, y por lo tanto deberá prevalecer la determinación del 

foro recurrido. Además, la norma vigente es que un tribunal 

apelativo solo intervendrá con las determinaciones interlocutorias 

discrecionales procesales del tribunal de primera instancia, cuando 

este haya incurrido en arbitrariedad o en un craso abuso de 

discreción o en una interpretación o aplicación errónea de la ley. 

Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 580-581 (2009).  

Las Reglas 90 y 91 de las Reglas de Procedimiento Criminal, 

34 LPRA Ap. II, R. 90 y R. 91, regulan lo relativo a los fundamentos 

para que se ordene un juicio por separado. La Regla 90 dispone: 

Si se demostrare que un acusado o El Pueblo han de 
perjudicarse por haberse unido varios delitos o 
acusados en una acusación o denuncia, o por la 
celebración del juicio conjuntamente, el tribunal podrá 
ordenar el juicio por separado de los delitos o de 
acusados, o conceder cualquier otro remedio en 
justicia. [Énfasis Nuestro] 
 

Es un principio establecido que la acumulación de causas 

fomenta la economía procesal y evita la duplicidad de juicios.  

Ernesto Chiesa Aponte, Derecho Procesal Penal de Puerto Rico y 
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Estados Unidos, Ed. Fórum, 1993, Vol. III, Sec. 25.2 A, pág. 194.  

Aun así, la Regla 90 de Procedimiento Criminal antes citada 

establece que los juicios se pueden celebrar por separado si una de 

las partes demuestra que se perjudicaría por la consolidación, ya 

sea de delitos o de acusados. Mediante dicha disposición 

reglamentaria “el acusado que solicita la separación puede invocar 

cualquier potencial de perjuicio significativo que engendra la 

consolidación, pero se desvanece o se reduce marcadamente con la 

separación”. [Énfasis Nuestro]. Chiesa Aponte, infra, a la pág. 215. 

Por su parte, la Regla 91 dispone: 

A solicitud de un coacusado el tribunal ordenará la 
celebración de un juicio por separado cuando se 
acusare a varias personas y una de ellas hubiere hecho 
declaraciones, admisiones o confesiones 
pertinentes al caso que afectaren adversamente a 
dicho coacusado, a menos que el fiscal anunciare que 
no ofrecerá tales declaraciones, admisiones o 
confesiones como prueba y que tampoco hará, en forma 
alguna, referencia a las mismas durante el juicio.  
Esta regla no será aplicable a juicios por el delito de 
conspiración. [Énfasis Nuestro] 
 

En cuanto a esta última regla el Tribunal Supremo, en Pueblo 

v. Virkler, 172 DPR 115 (2007), a las págs. 126-127, expresó lo 

siguiente: 

En fin, resolvemos que las declaraciones, 
admisiones o confesiones que justifican un juicio por 
separado, al amparo de la referida Regla 91 de 
Procedimiento Criminal, son aquellas que incriminan 

directamente al acusado que solicita la separación; 
situación que, repetimos, es tan perjudicial que, en 
realidad, no puede ser “salvada” por una instrucción 

al jurado. Resolver lo contrario sería brindarle a la 
Regla 91 un efecto excesivamente amplio y abarcador 
ante circunstancias que, conforme al desarrollo 
doctrinal, no configuran una violación al derecho a 
confrontación. [Itálicas en el original, Negrilla Nuestras] 

 

La Regla 91 antes citada dicta que los juicios deberán 

separarse si un coacusado hace declaraciones, admisiones o 

confesiones relacionadas al caso y que afectan al coacusado que 

solicita la separación de los juicios. Pero esta separación de juicios, 

no obstante, no resulta obligatoria cuando (1) el Ministerio Público 

no utiliza la confesión, admisión o declaración del coacusado que 
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incrimina al otro; (2) el Ministerio Público edita la confesión, 

admisión o declaración para eliminar el nombre del otro coacusado 

o cualquier referencia a este; o (3) la confesión, admisión o 

declaración es admisible contra ambos acusados, sin que se viole el 

derecho a la confrontación. Pueblo v. Virkler, supra; Pueblo v. 

Echevarría Rodríguez II, 128 DPR 752, 758-759 (1991); Chiesa 

Aponte, supra, Vol. III, Sec. 25.3 B.2, pág. 211. 

III. 

En el presente recurso el peticionario señaló que erró el TPI al 

denegar la solicitud de juicio por separado. Aduce que el hecho de 

ser juzgado conjuntamente con los demás coacusados, los cuales 

tienes tres (3) cargos de asesinato, le sería perjudicial ya que contra 

él solo pesan cargos de portar y transportar armas sin licencia.  

Además, este señaló que existen admisiones o confesiones de uno 

de los coacusados. 

Como indicamos, en una solicitud al amparo de la Regla 90 

de Procedimiento Criminal, supra, es necesario que el acusado 

demuestre el perjuicio que le causaría la celebración del juicio en 

conjunto. En el presente caso, como bien dispuso el foro de primera 

instancia, lo que señaló el peticionario son meras alegaciones sin 

fundamentos, ni justificación para la celebración de un juicio por 

separado. Todas las acusaciones presentadas a los tres (3) 

coacusados surgen de unos mismos hechos. Además, el Ministerio 

Público en su Escrito en Cumplimiento de Orden señaló que la prueba 

de cargos para todos los co-acusados es la misma.  

Por otro lado, contra el peticionario se determinó causa para 

acusar, por actuar en concierto y común acuerdo con los otros co-

acusados, en cuanto a que transportaron y/o portaron tres (3) 

armas de fuego sin licencia, dos de las cuales están vinculadas a los 

asesinatos imputados. Por lo tanto, conceder lo solicitado solo 
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acarrearía la utilización de mayores recursos judiciales y se incurría 

en mayores gastos.4  

Con relación a la Regla 91, antes citada, en el Escrito en 

Cumplimiento de Orden el Procurador General reiteró que el señor 

Rodríguez Pagán hizo unas admisiones o manifestaciones sobre los 

hechos, pero en las mismas no hace mención alguna del 

peticionario. Por otro lado, en el recurso presentado el peticionario 

no expresó cuál fue la manifestación o confesión que lo relaciona. 

Como señalara nuestro Tribunal Supremo las declaraciones, 

admisiones o confesiones que justifican un juicio separado son 

aquellas que incriminan directamente al acusado que solicita la 

separación. En conclusión, el error señalado no se cometió.  

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se expide el auto de 

certiorari solicitado y se confirma la Resolución recurrida.   

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

                                                 
4 Véase, Pueblo v. Virkler, supra, a la pág. 125, citando al Profesor Chiesa.  


